
 
 
 

 

 

 

 

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 
 

TEXTO VIGENTE a partir del 19-07-2017 
Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio 

de 2016 
 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- 
Presidencia de la República. 
 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes 
sabed: 

 
Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
 

DECRETO 
 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 
 
POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL 

ANTICORRUPCIÓN; LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, 
Y LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 

 
TÍTULO PRIMERO 

 
Capítulo I 

Objeto, ámbito de aplicación y sujetos de la ley 
 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en toda la 
República, y tiene por objeto distribuir competencias entre los órdenes de gobierno para 
establecer las responsabilidades administrativas de los Servidores Públicos, sus 
obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que estos incurran y las 
que correspondan a los particulares vinculados con faltas administrativas graves, así como 
los procedimientos para su aplicación. 

 
Artículo 2. Son objeto de la presente Ley: 
 

I. Establecer los principios y obligaciones que rigen la actuación de los Servidores 
Públicos; 

 
II. Establecer las Faltas administrativas graves y no graves de los Servidores 

Públicos, las sanciones aplicables a las mismas, así como los procedimientos 
para su aplicación y las facultades de las autoridades competentes para tal 
efecto; 
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III. Establecer las sanciones por la comisión de Faltas de particulares, así como los 
procedimientos para su aplicación y las facultades de las autoridades 
competentes para tal efecto; 

 
IV. Determinar los mecanismos para la prevención, corrección e investigación de 

responsabilidades administrativas, y 
 
V. Crear las bases para que todo Ente público establezca políticas eficaces de 

ética pública y responsabilidad en el servicio público. 

 
Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá por: 
 

I. Auditoría Superior: La Auditoría Superior de la Federación; 
 
II. Autoridad investigadora: La autoridad en las Secretarías, los Órganos internos 

de control, la Auditoría Superior de la Federación y las entidades de fiscalización 
superior de las entidades federativas, así como las unidades de 
responsabilidades de las Empresas productivas del Estado, encargada de la 
investigación de Faltas administrativas; 

 
III. Autoridad substanciadora: La autoridad en las Secretarías, los Órganos 

internos de control, la Auditoría Superior y sus homólogas en las entidades 
federativas, así como las unidades de responsabilidades de las Empresas 
productivas del Estado que, en el ámbito de su competencia, dirigen y conducen 
el procedimiento de responsabilidades administrativas desde la admisión del 
Informe de presunta responsabilidad administrativa y hasta la conclusión de la 
audiencia inicial. La función de la Autoridad substanciadora, en ningún caso 
podrá ser ejercida por una Autoridad investigadora; 

 
IV. Autoridad resolutora: Tratándose de Faltas administrativas no graves lo será la 

unidad de responsabilidades administrativas o el servidor público asignado en 
los Órganos internos de control. Para las Faltas administrativas graves, así 
como para las Faltas de particulares, lo será el Tribunal competente; 

 
V. Comité Coordinador: Instancia a la que hace referencia el artículo 113 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, encargada de la 
coordinación y eficacia del Sistema Nacional Anticorrupción; 

 
VI. Conflicto de Interés: La posible afectación del desempeño imparcial y objetivo 

de las funciones de los Servidores Públicos en razón de intereses personales, 
familiares o de negocios; 

 
VII. Constitución: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
 
VIII. Declarante: El Servidor Público obligado a presentar declaración de situación 

patrimonial, de intereses y fiscal, en los términos de esta Ley; 
 
IX. Denunciante: La persona física o moral, o el Servidor Público que acude ante 

las Autoridades investigadoras a que se refiere la presente Ley, con el fin de 



 
 
 

 

 

 

denunciar actos u omisiones que pudieran constituir o vincularse con Faltas 
administrativas, en términos de los artículos 91 y 93 de esta Ley; 

 
X. Ente público: Los Poderes Legislativo y Judicial, los órganos constitucionales 

autónomos, las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
y sus homólogos de las entidades federativas, los municipios y alcaldías de la 
Ciudad de México y sus dependencias y entidades, la Procuraduría General de 
la República y las fiscalías o procuradurías locales, los órganos jurisdiccionales 
que no formen parte de los poderes judiciales, las Empresas productivas del 
Estado, así como cualquier otro ente sobre el que tenga control cualquiera de 
los poderes y órganos públicos citados de los tres órdenes de gobierno; 

 
XI. Entidades: Los organismos públicos descentralizados, las empresas de 

participación estatal mayoritaria y los fideicomisos públicos que tengan el 
carácter de entidad paraestatal a que se refieren los artículos 3, 45, 46 y 47 de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y sus correlativas en las 
entidades federativas y municipios; 

 
XII. Entidades de fiscalización superior de las entidades federativas: Los 

órganos a los que hacen referencian el sexto párrafo de la fracción segunda del 
artículo 116 y el sexto párrafo de la fracción II del Apartado A del artículo 122, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

 
XIII. Expediente de presunta responsabilidad administrativa: El expediente 

derivado de la investigación que las Autoridades Investigadoras realizan en sede 
administrativa, al tener conocimiento de un acto u omisión posiblemente 
constitutivo de Faltas administrativas; 

 
XIV. Faltas administrativas: Las Faltas administrativas graves, las Faltas 

administrativas no graves; así como las Faltas de particulares, conforme a lo 
dispuesto en esta Ley; 

 
XV. Falta administrativa no grave: Las faltas administrativas de los Servidores 

Públicos en los términos de la presente Ley, cuya sanción corresponde a las 
Secretarías y a los Órganos internos de control; 

 
XVI. Falta administrativa grave: Las faltas administrativas de los Servidores 

Públicos catalogadas como graves en los términos de la presente Ley, cuya 
sanción corresponde al Tribunal Federal de Justicia Administrativa y sus 
homólogos en las entidades federativas; 

 
XVII. Faltas de particulares: Los actos de personas físicas o morales privadas que 

estén vinculados con faltas administrativas graves a que se refieren los 
Capítulos III y IV del Título Tercero de esta Ley, cuya sanción corresponde al 
Tribunal en los términos de la misma; 

 
XVIII. Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa: El instrumento en el 

que las autoridades investigadoras describen los hechos relacionados con 
alguna de las faltas señaladas en la presente Ley, exponiendo de forma 
documentada con las pruebas y fundamentos, los motivos y presunta 



 
 
 

 

 

 

responsabilidad del Servidor Público o de un particular en la comisión de Faltas 
administrativas; 

 
XIX. Magistrado: El Titular o integrante de la sección competente en materia de 

responsabilidades administrativas, de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa o de las salas especializadas que, en su caso, se 
establezcan en dicha materia, así como sus homólogos en las entidades 
federativas; 

 
XX. Órganos constitucionales autónomos: Organismos a los que la Constitución 

otorga expresamente autonomía técnica y de gestión, personalidad jurídica y 
patrimonio propio, incluidos aquellos creados con tal carácter en las 
constituciones de las entidades federativas; 

 
XXI. Órganos internos de control: Las unidades administrativas a cargo de 

promover, evaluar y fortalecer el buen funcionamiento del control interno en los 
entes públicos, así como aquellas otras instancias de los Órganos 
constitucionales autónomos que, conforme a sus respectivas leyes, sean 
competentes para aplicar las leyes en materia de responsabilidades de  
Servidores Públicos; 

 
XXII. Plataforma digital nacional: La plataforma a que se refiere la Ley General del 

Sistema Nacional Anticorrupción, que contará con los sistemas que establece la 
referida ley, así como los contenidos previstos en la presente Ley; 

 
XXIII. Secretaría: La Secretaría de la Función Pública en el Poder Ejecutivo Federal; 
 
XXIV. Secretarías: La Secretaría de la Función Pública en el Poder Ejecutivo Federal 

y sus homólogos en las entidades federativas; 
 
XXV. Servidores Públicos: Las personas que desempeñan un empleo, cargo o 

comisión en los entes públicos, en el ámbito federal y local, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 

 
XXVI. Sistema Nacional Anticorrupción: La instancia de coordinación entre las 

autoridades de todos los órdenes de gobierno competentes en la prevención, 
detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de 
corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos, y 

 
XXVII. Tribunal: La Sección competente en materia de responsabilidades 

administrativas, de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa o las salas especializadas que, en su caso, se establezcan en 
dicha materia, así como sus homólogos en las entidades federativas. 

 
 
 
 
 
 



 
 
 

 

 

 

Artículo 4. Son sujetos de esta Ley: 
 

I. Los Servidores Públicos; 
 
II. Aquellas personas que habiendo fungido como Servidores Públicos se 

ubiquen en los supuestos a que se refiere la presente Ley, y 
 
III. Los particulares vinculados con faltas administrativas graves. 
 

Artículo 5. No se considerarán Servidores Públicos los consejeros independientes de los 
órganos de gobierno de las empresas productivas del Estado ni de los entes públicos en 
cuyas leyes de creación se prevea expresamente, sin perjuicio de las responsabilidades que 
establecen las leyes que los regulan. 

 
Tampoco tendrán el carácter de Servidores Públicos los consejeros independientes que, 

en su caso, integren los órganos de gobierno de entidades de la Administración Pública 
Federal que realicen actividades comerciales, conforme a lo establecido en la Ley Federal 
de las Entidades Paraestatales, quienes podrán ser contratados como consejeros, siempre y 
cuando: 

 
I. No tengan una relación laboral con las entidades; 
 
II. No tengan un empleo, cargo o comisión en cualquier otro Ente público, ni en 

entes privados con los que tenga Conflicto de Interés; 
 
III. Las demás actividades profesionales que realicen les permitan contar con el 

tiempo suficiente para desempeñar su encargo como consejero; 
 
IV. El monto de los honorarios que se cubran por su participación en los órganos de 

gobierno no sean superiores a los que se paguen en empresas que realicen 
actividades similares en la República Mexicana, y 

 
V. Cuenten, al menos, con los mismos deberes de diligencia y lealtad aplicables a 

los consejeros independientes de las empresas productivas del Estado. En todo 
caso, serán responsables por los daños y perjuicios que llegaren a causar a la 
entidad, derivados de los actos, hechos u omisiones en que incurran, incluyendo 
el incumplimiento a dichos deberes. 

 
Artículo 16. Los Servidores Públicos deberán observar el código de ética que al 

efecto sea emitido por las Secretarías o los Órganos internos de control, conforme a 
los lineamientos que emita el Sistema Nacional Anticorrupción, para que en su 
actuación impere una conducta digna que responda a las necesidades de la sociedad 
y que oriente su desempeño. 

 
El código de ética a que se refiere el párrafo anterior, deberá hacerse del 

conocimiento de los Servidores Públicos de la dependencia o entidad de que se trate, 
así como darle la máxima publicidad. 

 
 

 



 
 
 

 

 

 

Capítulo III 
De los instrumentos de rendición de cuentas 

Sección Primera 
 

Del sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y constancia de 
presentación de declaración fiscal 

 
Artículo 26. La Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción, llevará el 

sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y constancia de 
presentación de declaración fiscal, a través de la Plataforma digital nacional que al 
efecto se establezca, de conformidad con lo previsto en la Ley General del Sistema 
Nacional Anticorrupción, así como las bases, principios y lineamientos que apruebe el 
Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción. 

 
Artículo 27. La información prevista en el sistema de evolución patrimonial, de 

declaración de intereses y de constancias de presentación de declaración fiscal se 
almacenará en la Plataforma digital nacional que contendrá la información que para 
efectos de las funciones del Sistema Nacional Anticorrupción, generen los entes 
públicos facultados para la fiscalización y control de recursos públicos y la 
prevención, control, detección, sanción y disuasión de Faltas administrativas y 
hechos de corrupción, de conformidad con lo establecido en la Ley General del 
Sistema Nacional Anticorrupción. 

 
La Plataforma digital nacional contará además con los sistemas de información 

específicos que estipula la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción. 
 

Sección Segunda 
De los sujetos obligados a presentar declaración patrimonial y de intereses 

 
Artículo 32. Estarán obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial y de 

intereses, bajo protesta de decir verdad y ante las Secretarías o su respectivo Órgano 
interno de control, todos los Servidores Públicos, en los términos previstos en la presente 
Ley. Asimismo, deberán presentar su declaración fiscal anual, en los términos que disponga 
la legislación de la materia. 

 
Sección tercera 

Plazos y mecanismos de registro al sistema de evolución patrimonial, de declaración 
de intereses y constancia de presentación de declaración fiscal 

 
Artículo 33. La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes 

plazos: 
 

I. Declaración inicial, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la toma de 
posesión con motivo del: 
 
a) Ingreso al servicio público por primera vez; 
 
b) Reingreso al servicio público después de sesenta días naturales de la 

conclusión de su último encargo; 
 



 
 
 

 

 

 

II. Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año, y 
III. Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales 

siguientes a la conclusión. 
 

En el caso de cambio de dependencia o entidad en el mismo orden de gobierno, 
únicamente se dará aviso de dicha situación y no será necesario presentar la declaración de 
conclusión. 

 
Sección cuarta 

Régimen de los servidores públicos que participan en contrataciones públicas 
 

Artículo 43. La Plataforma digital nacional incluirá, en un sistema específico, los nombres 
y adscripción de los Servidores Públicos que intervengan en procedimientos para 
contrataciones públicas, ya sea en la tramitación, atención y resolución para la adjudicación 
de un contrato, otorgamiento de una concesión, licencia, permiso o autorización y sus 
prórrogas, así como la enajenación de bienes muebles y aquellos que dictaminan en materia 
de avalúos, el cual será actualizado quincenalmente. 

 
Los formatos y mecanismos para registrar la información serán determinados por el 

Comité Coordinador. 
 
La información a que se refiere el presente artículo deberá ser puesta a disposición de 

todo público a través de un portal de Internet. 
 

Sección quinta 
Del protocolo de actuación en contrataciones 

 
Artículo 44. El Comité Coordinador expedirá el protocolo de actuación que las 

Secretarías y los Órganos internos de control implementarán. 
 
Dicho protocolo de actuación deberá ser cumplido por los Servidores Públicos inscritos en 

el sistema específico de la Plataforma digital nacional a que se refiere el presente Capítulo y, 
en su caso, aplicarán los formatos que se utilizarán para que los particulares formulen un 
manifiesto de vínculos o relaciones de negocios, personales o familiares, así como de 
posibles Conflictos de Interés, bajo el principio de máxima publicidad y en los términos de la 
normatividad aplicable en materia de transparencia. 

 
El sistema específico de la Plataforma digital nacional a que se refiere el presente 

Capítulo incluirá la relación de particulares, personas físicas y morales, que se encuentren 
inhabilitados para celebrar contratos con los entes públicos derivado de procedimientos 
administrativos diversos a los previstos por esta Ley. 

 
Artículo 45. Las Secretarías o los Órganos internos de control deberán supervisar la 

ejecución de los procedimientos de contratación pública por parte de los contratantes para 
garantizar que se lleva a cabo en los términos de las disposiciones en la materia, llevando a 
cabo las verificaciones procedentes si descubren anomalías. 

 
 
 
 



 
 
 

 

 

 

 
Capítulo V 

De la prescripción de la responsabilidad administrativa 
 

Artículo 74. Para el caso de Faltas administrativas no graves, las facultades de las 
Secretarías o de los Órganos internos de control para imponer las sanciones prescribirán en 
tres años, contados a partir del día siguiente al que se hubieren cometido las infracciones, o 
a partir del momento en que hubieren cesado. 

 
Cuando se trate de Faltas administrativas graves o Faltas de particulares, el plazo de 

prescripción será de siete años, contados en los mismos términos del párrafo anterior. 
 
La prescripción se interrumpirá con la clasificación a que se refiere el primer párrafo del 

artículo 100 de esta Ley. 
 
Si se dejare de actuar en los procedimientos de responsabilidad administrativa originados 

con motivo de la admisión del citado informe, y como consecuencia de ello se produjera la 
caducidad de la instancia, la prescripción se reanudará desde el día en que se admitió el 
Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa. 

 
En ningún caso, en los procedimientos de responsabilidad administrativa podrá dejar de 

actuarse por más de seis meses sin causa justificada; en caso de actualizarse dicha 
inactividad, se decretará, a solicitud del presunto infractor, la caducidad de la instancia. 

 
Los plazos a los que se refiere el presente artículo se computarán en días naturales. 
 

TÍTULO CUARTO 
SANCIONES 

 
Capítulo I 

Sanciones por faltas administrativas no graves 
Artículo 75. En los casos de responsabilidades administrativas distintas a las que son 

competencia del Tribunal, la Secretaría o los Órganos internos de control impondrán las 
sanciones administrativas siguientes: 

 
I. Amonestación pública o privada; 
 
II. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 
 
III. Destitución de su empleo, cargo o comisión, y 
 
IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el 

servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u 
obras públicas. 

 
Las Secretarías y los Órganos internos de control podrán imponer una o más de las 

sanciones administrativas señaladas en este artículo, siempre y cuando sean compatibles 
entre ellas y de acuerdo a la trascendencia de la Falta administrativa no grave. 

 
 



 
 
 

 

 

 

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga podrá ser de uno a treinta 
días naturales. 

 
En caso de que se imponga como sanción la inhabilitación temporal, ésta no será menor 

de tres meses ni podrá exceder de un año. 
 
Artículo 76. Para la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo anterior se 

deberán considerar los elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba el 
servidor público cuando incurrió en la falta, así como los siguientes: 

 
I. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos, la antigüedad en 

el servicio; 
 
II. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución, y 
 
III. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. 
 

En caso de reincidencia de Faltas administrativas no graves, la sanción que imponga el 
Órgano interno de control no podrá ser igual o menor a la impuesta con anterioridad. 

 
Se considerará reincidente al que habiendo incurrido en una infracción que haya sido 

sancionada y hubiere causado ejecutoria, cometa otra del mismo tipo. 
 
Artículo 77. Corresponde a las Secretarías o a los Órganos internos de control imponer 

las sanciones por Faltas administrativas no graves, y ejecutarlas. Los Órganos internos de 
control podrán abstenerse de imponer la sanción que corresponda siempre que el servidor 
público: 

 
I. No haya sido sancionado previamente por la misma Falta administrativa no 

grave, y 
 
II. No haya actuado de forma dolosa. 
 

Las secretarías o los órganos internos de control dejarán constancia de la no imposición 
de la sanción a que se refiere el párrafo anterior. 

 
Capítulo II 

Sanciones para los Servidores Públicos por Faltas Graves 
Artículo 78. Las sanciones administrativas que imponga el Tribunal a los Servidores 

Públicos, derivado de los procedimientos por la comisión de faltas administrativas graves, 
consistirán en: 

 
I. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 
 
II. Destitución del empleo, cargo o comisión; 
 
III. Sanción económica, y 
 



 
 
 

 

 

 

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el 
servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u 
obras públicas. 

 
A juicio del Tribunal, podrán ser impuestas al infractor una o más de las sanciones 

señaladas, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la gravedad de la 
Falta administrativa grave. 

 
La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga podrá ser de treinta a 

noventa días naturales. 
 
En caso de que se determine la inhabilitación, ésta será de uno hasta diez años si el 

monto de la afectación de la Falta administrativa grave no excede de doscientas veces el 
valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, y de diez a veinte años si dicho monto 
excede de dicho límite. Cuando no se cause daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro 
alguno, se podrán imponer de tres meses a un año de inhabilitación. 

 
Artículo 79. En el caso de que la Falta administrativa grave cometida por el servidor 

público le genere beneficios económicos, a sí mismo o a cualquiera de las personas a que 
se refiere el artículo 52 de esta Ley, se le impondrá sanción económica que podrá alcanzar 
hasta dos tantos de los beneficios obtenidos. En ningún caso la sanción económica que se 
imponga podrá ser menor o igual al monto de los beneficios económicos obtenidos. Lo 
anterior, sin perjuicio de la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo anterior. 

 
El Tribunal determinará el pago de una indemnización cuando, la Falta administrativa 

grave a que se refiere el párrafo anterior provocó daños y perjuicios a la Hacienda Pública 
Federal, local o municipal, o al patrimonio de los entes públicos. En dichos casos, el servidor 
público estará obligado a reparar la totalidad de los daños y perjuicios causados y las 
personas que, en su caso, también hayan obtenido un beneficio indebido, serán 
solidariamente responsables. 

 
Artículo 80. Para la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo 78 de esta 

Ley se deberán considerar los elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba el 
servidor público cuando incurrió en la falta, así como los siguientes: 

 
I. Los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones; 
 
II. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos la antigüedad en el 

servicio; 
 
III. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; 
 
IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; 
 
V. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y 
 
VI. El monto del beneficio derivado de la infracción que haya obtenido el 

responsable. 
 

 



 
 
 

 

 

 

Capítulo III 
Sanciones por Faltas de particulares 

Artículo 81. Las sanciones administrativas que deban imponerse por Faltas de 
particulares por comisión de alguna de las conductas previstas en los Capítulos III y IV del 
Título Tercero de esta Ley, consistirán en: 

 
I. Tratándose de personas físicas: 

 
a) Sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios 

obtenidos o, en caso de no haberlos obtenido, por el equivalente a la 
cantidad de cien hasta ciento cincuenta mil veces el valor diario de la Unidad 
de Medida y Actualización; 

 
b) Inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, 

servicios u obras públicas, según corresponda, por un periodo que no será 
menor de tres meses ni mayor de ocho años; 

 
c) Indemnización por los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública 

Federal, local o municipal, o al patrimonio de los entes públicos. 
 

II. Tratándose de personas morales: 
 

a) Sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios 
obtenidos, en caso de no haberlos obtenido, por el equivalente a la cantidad 
de mil hasta un millón quinientas mil veces el valor diario de la Unidad de 
Medida y Actualización; 

 
b) Inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, 

servicios u obras públicas, por un periodo que no será menor de tres meses 
ni mayor de diez años; 

 
c) La suspensión de actividades, por un periodo que no será menor de tres 

meses ni mayor de tres años, la cual consistirá en detener, diferir o privar 
temporalmente a los particulares de sus actividades comerciales, 
económicas, contractuales o de negocios por estar vinculados a faltas 
administrativas graves previstas en esta Ley; 

 
d) Disolución de la sociedad respectiva, la cual consistirá en la pérdida de la 

capacidad legal de una persona moral, para el cumplimiento del fin por el 
que fue creada por orden jurisdiccional y como consecuencia de la comisión, 
vinculación, participación y relación con una Falta administrativa grave 
prevista en esta Ley; 

 
e) Indemnización por los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública 

Federal, local o municipal, o al patrimonio de los entes públicos. 
 

Para la imposición de sanciones a las personas morales deberá observarse además, lo 
previsto en los artículos 24 y 25 de esta Ley. 
 



 
 
 

 

 

 

Las sanciones previstas en los incisos c) y d) de esta fracción, sólo serán procedentes 
cuando la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus 
órganos de administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se 
advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas 
administrativas graves. 
 
A juicio del Tribunal, podrán ser impuestas al infractor una o más de las sanciones 
señaladas, siempre que sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la gravedad de las 
Faltas de particulares. 
 
Se considerará como atenuante en la imposición de sanciones a personas morales 
cuando los órganos de administración, representación, vigilancia o los socios de las 
personas morales denuncien o colaboren en las investigaciones proporcionando la 
información y los elementos que posean, resarzan los daños que se hubieren causado. 
 
Se considera como agravante para la imposición de sanciones a las personas morales, 
el hecho de que los órganos de administración, representación, vigilancia o los socios 
de las mismas, que conozcan presuntos actos de corrupción de personas físicas que 
pertenecen a aquellas no los denuncien. 
 

Artículo 82. Para la imposición de las sanciones por Faltas de particulares se deberán 
considerar los siguientes elementos: 

 
I. El grado de participación del o los sujetos en la Falta de particulares; 
 
II. La reincidencia en la comisión de las infracciones previstas en esta Ley; 
 
III. La capacidad económica del infractor; 
 
IV. El daño o puesta en peligro del adecuado desarrollo de la actividad 

administrativa del Estado, y 
 
V. El monto del beneficio, lucro, o del daño o perjuicio derivado de la infracción, 

cuando éstos se hubieren causado. 
 

Artículo 83. El fincamiento de responsabilidad administrativa por la comisión de Faltas de 
particulares se determinará de manera autónoma e independiente de la participación de un 
servidor público. 

 
Las personas morales serán sancionadas por la comisión de Faltas de particulares, con 

independencia de la responsabilidad a la que sean sujetos a este tipo de procedimientos las 
personas físicas que actúen a nombre o representación de la persona moral o en beneficio 
de ella. 

 
Capítulo IV 

Disposiciones comunes para la imposición de sanciones por faltas administrativas 
graves y Faltas de particulares 

 
Artículo 84. Para la imposición de las sanciones por faltas administrativas graves y Faltas 

de particulares, se observarán las siguientes reglas: 



 
 
 

 

 

 

 
I. La suspensión o la destitución del puesto de los Servidores Públicos, serán 

impuestas por el Tribunal y ejecutadas por el titular o servidor público 
competente del Ente público correspondiente; 

 
II. La inhabilitación temporal para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el 

servicio público, y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u 
obras públicas, será impuesta por el Tribunal y ejecutada en los términos de la 
resolución dictada, y 

 
III. Las sanciones económicas serán impuestas por el Tribunal y ejecutadas por el 

Servicio de Administración Tributaria en términos del Código Fiscal de la 
Federación o por la autoridad competente de la entidad federativa 
correspondiente. 

 
TÍTULO SEGUNDO 

DEL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
Capítulo I 

Disposiciones comunes al procedimiento de responsabilidad administrativa 
Sección Primera 

Principios, interrupción de la prescripción, partes y autorizaciones 
 

Artículo 111. En los procedimientos de responsabilidad administrativa deberán 
observarse los principios de legalidad, presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad, 
congruencia, exhaustividad, verdad material y respeto a los derechos humanos. 

 
Artículo 112. El procedimiento de responsabilidad administrativa dará inicio cuando las 

autoridades substanciadoras, en el ámbito de su competencia, admitan el Informe de 
Presunta Responsabilidad Administrativa. 

 
Artículo 113. La admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa 

interrumpirá los plazos de prescripción señalados en el artículo 74 de esta Ley y fijará la 
materia del procedimiento de responsabilidad administrativa. 

 
Artículo 114. En caso de que con posterioridad a la admisión del informe las autoridades 

investigadoras adviertan la probable comisión de cualquier otra falta administrativa imputable 
a la misma persona señalada como presunto responsable, deberán elaborar un diverso 
Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y promover el respectivo procedimiento 
de responsabilidad administrativa por separado, sin perjuicio de que, en el momento 
procesal oportuno, puedan solicitar su acumulación. 

 
Artículo 115. La autoridad a quien se encomiende la substanciación y, en su caso, 

resolución del procedimiento de responsabilidad administrativa, deberá ser distinto de aquél 
o aquellos encargados de la investigación. Para tal efecto, las Secretarías, los Órganos 
internos de control, la Auditoría Superior, las entidades de fiscalización superior de las 
entidades federativas, así como las unidades de responsabilidades de las empresas 
productivas del Estado, contarán con la estructura orgánica necesaria para realizar las 
funciones correspondientes a las autoridades investigadoras y substanciadoras, y 
garantizarán la independencia entre ambas en el ejercicio de sus funciones. 

 



 
 
 

 

 

 

Artículo 116. Son partes en el procedimiento de responsabilidad administrativa: 
 

I. La Autoridad investigadora; 
 
II. El servidor público señalado como presunto responsable de la Falta 

administrativa grave o no grave; 
 
III. El particular, sea persona física o moral, señalado como presunto responsable 

en la comisión de Faltas de particulares, y 
 
IV. Los terceros, que son todos aquellos a quienes pueda afectar la resolución que 

se dicte en el procedimiento de responsabilidad administrativa, incluido el 
denunciante. 

 
Sección Segunda 

Medios de apremio 
Artículo 120. Las autoridades substanciadoras o resolutoras, podrán hacer uso de los 

siguientes medios de apremio para hacer cumplir sus determinaciones: 
 
I. Multa de cien a ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y 

Actualización, la cual podrá duplicarse o triplicarse en cada ocasión, hasta alcanzar dos mil 
veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, en caso de renuencia al 
cumplimiento del mandato respectivo; 

 
II. Arresto hasta por treinta y seis horas, y 
 
III. Solicitar el auxilio de la fuerza pública de cualquier orden de gobierno, los que 

deberán de atender de inmediato el requerimiento de la autoridad. 
 
Artículo 121. Las medidas de apremio podrán ser decretadas sin seguir rigurosamente el 

orden en que han sido enlistadas en el artículo que antecede, o bien, decretar la aplicación 
de más de una de ellas, para lo cual la autoridad deberá ponderar las circunstancias del 
caso. 

 
Artículo 122. En caso de que pese a la aplicación de las medidas de apremio no se logre 

el cumplimiento de las determinaciones ordenadas, se dará vista a la autoridad penal 
competente para que proceda en los términos de la legislación aplicable. 

 
Sección Tercera 

Medidas cautelares 
Artículo 123. Las autoridades investigadoras podrán solicitar a la autoridad 

substanciadora o resolutora, que decrete aquellas medidas cautelares que: 
 
I. Eviten el ocultamiento o destrucción de pruebas; 
 
II. Impidan la continuación de los efectos perjudiciales de la presunta falta administrativa; 
 
III. Eviten la obstaculización del adecuado desarrollo del procedimiento de 

responsabilidad administrativa; 
 



 
 
 

 

 

 

IV. Eviten un daño irreparable a la Hacienda Pública Federal, o de las entidades 
federativas, municipios, alcaldías, o al patrimonio de los entes públicos. 

 
No se podrán decretar medidas cautelares en los casos en que se cause un perjuicio al 

interés social o se contravengan disposiciones de orden público. 
 
Artículo 124. Podrán ser decretadas como medidas cautelares las siguientes: 
 
I. Suspensión temporal del servidor público señalado como presuntamente responsable 

del empleo, cargo o comisión que desempeñe. Dicha suspensión no prejuzgará ni será 
indicio de la responsabilidad que se le impute, lo cual se hará constar en la resolución en la 
que se decrete. Mientras dure la suspensión temporal se deberán decretar, al mismo tiempo, 
las medidas necesarias que le garanticen al presunto responsable mantener su mínimo vital 
y de sus dependientes económicos; así como aquellas que impidan que se le presente 
públicamente como responsable de la comisión de la falta que se le imputa. En el supuesto 
de que el servidor público suspendido temporalmente no resultare responsable de los actos 
que se le imputan, la dependencia o entidad donde preste sus servicios lo restituirán en el 
goce de sus derechos y le cubrirán las percepciones que debió recibir durante el tiempo en 
que se halló suspendido; 

 
II. Exhibición de documentos originales relacionados directamente con la presunta Falta 

administrativa; 
 
III. Apercibimiento de multa de cien y hasta ciento cincuenta Unidades de Medida y 

Actualización, para conminar a los presuntos responsables y testigos, a presentarse el día y 
hora que se señalen para el desahogo de pruebas a su cargo, así como para señalar un 
domicilio para practicar cualquier notificación personal relacionada con la substanciación y 
resolución del procedimiento de responsabilidad administrativa; 

 
IV. Embargo precautorio de bienes; aseguramiento o intervención precautoria de 

negociaciones. Al respecto será aplicable de forma supletoria el Código Fiscal de la 
Federación o las que, en su caso, en esta misma materia, sean aplicables en el ámbito de 
las entidades federativas, y 

 
V. Las que sean necesarias para evitar un daño irreparable a la Hacienda Pública 

Federal, o de las entidades federativas, municipios, alcaldías, o al patrimonio de los entes 
públicos, para lo cual las autoridades resolutorias del asunto, podrán solicitar el auxilio y 

colaboración de cualquier autoridad del país.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 

 

 

 

 

 

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 
 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Secretaría General 
Secretaría de Servicios Parlamentarios 

Nueva Ley DOF 18-07-2016 

 

TRANSITORIOS 

 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes. 
 
Segundo. Dentro del año siguiente a la entrada en vigor del presente Decreto, el Congreso de la 

Unión y las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
deberán expedir las leyes y realizar las adecuaciones normativas correspondientes de conformidad 
con lo previsto en el presente Decreto. 

 
Tercero. La Ley General de Responsabilidades Administrativas entrará en vigor al año siguiente 

de la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
En tanto entra en vigor la Ley a que se refiere el presente Transitorio, continuará aplicándose la 

legislación en materia de Responsabilidades Administrativas, en el ámbito federal y de las entidades 
federativas, que se encuentre vigente a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto. 

 
El cumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, una vez que ésta entre en vigor, serán exigibles, en lo que resulte aplicable, hasta 
en tanto el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, de conformidad con la ley de la 
materia, emita los lineamientos, criterios y demás resoluciones conducentes de su competencia. 

 
Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades federales y locales con 

anterioridad a la entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, serán 
concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio. 

 
A la fecha de entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, todas las 

menciones a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos 
previstas en las leyes federales y locales así como en cualquier disposición jurídica, se entenderán 
referidas a la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

 
Una vez en vigor la Ley General de Responsabilidades Administrativas y hasta en tanto el Comité 

Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción determina los formatos para la presentación de las 
declaraciones patrimonial y de intereses, los servidores públicos de todos los órdenes de gobierno 
presentarán sus declaraciones en los formatos que a la entrada en vigor de la referida Ley General, 
se utilicen en el ámbito federal. 

 
Con la entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas quedarán 

abrogadas la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, la Ley 
Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas, y se derogarán los Títulos Primero, Tercero y 
Cuarto de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, así como todas aquellas 
disposiciones que se opongan a lo previsto en la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

 
Cuarto. La Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, entrará en vigor al día siguiente de 

la publicación del presente Decreto, sin perjuicio de lo previsto en el Tercero Transitorio anterior y en 
los párrafos siguientes. 

 
Dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, la Cámara de 

Senadores, deberá designar a los integrantes de la Comisión de Selección. 



 
 
 

 

 

 

EL CODIGO DE ETICA DE LOS SERVIDORS PUBLICOS DE LA 
ADMINISTRACION PUBLICA ESTATAL.   PREVEE 

 
El Estado de derecho y cultura de la Legalidad, como son: 
 
.Beneficio Social.- Prestar servicio de calidad, atender al ciudadano con 

prontitud y diligencia. 
 
 Compromiso.- Evitar faltar al honor y dignidad, al intervenir  directa o 

indirectamente en su propio beneficio o para favorecer a una tercera persona. 
 
 Confidencialidad.-Absoluta reserva y confianza, No divulgar asunto sin 

autorización, ni utilizar a su favor o de terceros dando a conocer los asuntos o 
documentos  bajo su responsabilidad. 

 
Economía.-Utilizar estrictamente lo necesario en cuanto a instalaciones, 

recursos humanos, materiales y financieros, promover y cuidar el uso racional 
de los servicios, no deberá sustraer los bienes asignados para fines propios o 
particulares. 

 
 Eficacia.-Atender y resolver los asuntos de manera pronta y efectiva, brindar 

un servicio con  trato respetuoso, cercano y cordial 
 
Eficiencia.-Responsable, puntual y oportuna, aplicar los conocimientos, 

experiencia y esfuerzo para resolver los asuntos que le son encomendados, 
encaminados a alcanzar las metas y objetivos de los programas de trabajo. 

 

Honestidad.-Conducirse de manera proba y honesta, deberá dignificar con 
su proceder, su imagen como profesional, estar consciente que su persona es 
la imagen de la dependencia ante la sociedad. 

 
 Honradez.-Su actuación deberá ser apegada a las normas, procedimientos y 

funciones legalmente establecidas, deberá abstenerse de solicitar a 
particulares o a otros servidores públicos, dadivas, regalos, dinero u otra 
prestación, a cambio de!!. 

 
 Imparcialidad.-Deberá poseer independencia de criterio, no utilizar su cargo 

para beneficio propio, tráfico de influencias, intimidación, ejercicio indebido o 
abuso del mismo. 

 
 Legalidad.-Todos sus actos deben estar apegados a derecho sin distinción 

de personas o instituciones. 
 



 
 
 

 

 

 

 Lealtad.-Guardar lealtad a la institución y  fiel cumplimiento a sus labores, no 
cometer actos o comentarios que pongan en tela de juicio el buen nombre de la 
institución o de quienes en ella laboran.. 

 
Liderazgo.-Promover y aplicar en su desempeño diario el respeto y 

observancia a la Ley General de Responsabilidades de los Servidores públicos, 
al Código de Ética, Códigos de Conducta y demás legislación aplicable.  

 
 Respeto.-Con los particulares y compañeros, en un marco de cortesía y 

cordialidad, sin distinción de personas. 
 
 Transparencia.-En el desempeño de sus funciones deberá garantizar el 

manejo adecuado de los bienes y recursos de la institución, libre acceso a la 
información pública gubernamental. 

 
 Unidad. Tener efectiva comunicación que le permita desarrollar sus 

funciones de manera adecuada, ágil, eficiente y eficaz, actitud proactiva y 
colaboradora, a fin de formar  efectivos y adecuados equipos de trabajo.  

(15) 

 
CONSIDERACIONES: 

De la Ley General de Responsabilidades Administrativas y; 

El Sistema Nacional Anticorrupción, este órgano será el que emita los formatos 

respectivos, que garanticen los derechos de los sujetos obligados a presentar las 

declaraciones. 

¿Quién debe ser obligado a presentar declaraciones patrimoniales y de conflicto de interés?  

Lo anterior exige determinar las obligaciones de los dos sujetos a que se refiere el Título IV 

de la Constitución, reformado en 2015, que es el sustento del combate a la corrupción. Los 

sujetos son los servidores públicos y los particulares vinculados con faltas administrativas 

graves o hechos de corrupción. 

¿Quién es servidor público?  

Las personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, según la 

Ley General aprobada. Esta definición es distinta a la que establece la Constitución, que en 

su artículo 108 dice que son “los representantes de elección popular, a los miembros del 

Poder Judicial de la Federación, los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona 

que desempeñe un empleo, cargo o comisión DE CUALQUIER NATURALEZA en el 

Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal, así como los servidores 



 
 
 

 

 

 

públicos de los organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía”. La diferencia es 

sutil, pero importante en un procedimiento de fincamiento de responsabilidades. 

Sin embargo, esta cuestión técnica no es tan trascedente como la extensión de la obligación 

a todos los servidores públicos.  la Ley  de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos. Vigente al día de hoy, manifiesta que  sólo mandos medios y 

superiores, así como los responsables del manejo de recursos, inspectores, auditores y 

policías, entre otros, estaban obligados a presentar la declaración patrimonial y de intereses.  

Con la nueva ley se incluye a todos los servidores públicos, lo que implica, salvo que 

haya un acotamiento posterior, que un maestro, un doctor, un investigador o cualquier 

persona que trabaje en un ente público bajo el régimen de salarios u honorarios estén 

obligados. 

 

¿Quién es el particular obligado a presentar declaraciones?  

Aquél que recibe recursos públicos, que era responsable en los términos de la ley actual, 

aunque no estaba obligado a presentar las declaraciones. Además los contratistas de los 

entes públicos en los términos de las leyes de adquisiciones, arrendamientos y prestación de 

servicios; obra pública y servicios relacionados con la misma, así como Asociaciones público 

privadas, entre otras. 

Una lectura cuidadosa de las leyes aprobadas muestra un panorama más abundante y 

avances formales significativos. Evidentemente, falta la instrumentación que, en una primera 

etapa, requiere de un año y durante el mismo se irán precisando, mediante el diálogo en 

instituciones que se integrarán para ese propósito, la aplicación del principio de máxima 

publicidad de los datos contenidos en las declaraciones, respetando los derechos a la 

privacidad de las personas, quiénes deben presentar declaraciones y cómo deben hacerlo 

determinando los formatos y reglas de conformación de las bases de datos de la plataforma 

digital del Sistema Nacional Anticorrupción. 

 
 
 
 
 
 
 
 
ALD/Fiscalización y Auditoria.   


